Al iniciarse la nueva Administración de la presidenta Xiomara Castro en Honduras, le escribimos para expresarle nuestro apoyo a su mandato elegido democráticamente para promover la rendición de cuentas en materia de violaciones derechos humanos, abordar la pobreza y la desigualdad económica, y combatir la corrupción sistémica y la impunidad. Nosotros
agradecemos el compromiso diplomático de la Administración Biden con sus homólogos hondureños, incluidas las declaraciones públicas en apoyo de elecciones libres y justas, el rápido reconocimiento de la victoria histórica de la presidenta Castro, y la delegación de alto nivel que asistió a su toma de posesión. 

La solicitud de extradición de la Administración (Biden) del expresidente hondureño Juan Orlando Hernández por cargos de narcotráfico, así como su inclusión en la Lista de Actores Corruptos y Antidemocráticos del Departamento de Estado en julio pasado, son bienvenidos
y señales desde hace mucho tiempo de que Estados Unidos ahora busca restablecer la relación bilateral. 

Nosotros alentamos a la Administración (Biden) a aprovechar estos esfuerzos asociándose constructivamente con el nuevo gobierno de la presidenta Castro, la sociedad civil independiente y los movimientos sociales para apoyar su agenda, incluido el fortalecimiento de la protección de los derechos humanos de las comunidades indígenas y afroindígenas,
pequeños agricultores activistas, mujeres y personas LGBTQI; reduciendo la pobreza y la desigualdad; respetando los derechos laborales; y mitigando los impactos devastadores de la crisis climática y la pandemia de COVID-19.

Tras el período de ataques a la democracia bajo el expresidente Hernández, el apoyo de
Estados Unidos y la comunidad internacional serán esenciales para superar la oposición interna a la agenda de reforma de la presidenta Castro por parte de sectores del Congreso Nacional de Honduras, el poder judicial y fuerzas de seguridad. 

La crisis constitucional que ensombreció su traspaso de mando en la que los legisladores
rompieron temporalmente su afiliación con el partido LIBRE de la presidenta Castro por su propuesta de nombramiento para el presidente del Congreso, sugiere las dificultades que puede enfrentar para asegurar victorias legislativas que podrían resultar decisivas en el cumplimiento de los elementos clave de su plataforma, así como la urgencia de EEUU y
respaldo internacional a su programa de derechos humanos, antipobreza y anticorrupción.

En particular, alentamos la atención diplomática continua de EEUU y el apoyo público a la justicia y rendición de cuentas en casos de violaciones y abusos de los derechos humanos, incluidos los ordenados, ejecutados, o encubierto por las fuerzas de seguridad hondureñas o unidades paramilitares bajo el gobierno anterior, a menudo en coordinación con poderosas élites empresariales y el crimen organizado. 

Estos incluyen casos relacionados con el asesinato de Berta Cáceres en 2016, las desapariciones forzadas de líderes comunitarios garífunas en 2020, los asesinatos de
más de 100 activistas en el Valle del Bajo Aguán, y los asesinatos de al menos 22 personas durante la crisis electoral de 2017, todos de los cuales quedan en la impunidad. 

Alentamos a la Administración Biden a trabajar de cerca con la presidenta Castro y la sociedad civil hondureña para buscar la rendición de cuentas de los perpetradores de estos y
crímenes similares, seguir monitoreando juicios e investigaciones que involucren a defensores de derechos humanos para ayudar a garantizar el debido proceso, apoyar los esfuerzos para revocar las disposiciones legales que restringen el espacio para la sociedad civil, organizaciones y periodistas para llevar a cabo sus actividades legítimas, y proteger a los activistas en riesgo de ser detenidos arbitrariamente o criminalizados por desafiar intereses extractivos.

Reconocemos que los desafíos para la democracia en Honduras son inmensos y que tomará
acción dedicada a nivel ejecutivo no solo para reabrir espacios cívicos cerrados por administraciones anteriores, sino también para desmantelar la corrupción sistémica, la impunidad y la infiltración del crimen organizado en instituciones del gobierno nacional y fuerzas de seguridad del Estado. El cierre de la Misión de Apoyo contra Corrupción e Impunidad (MACCIH) por parte de la Administración Hernández y las reformas al código penal hondureño que redujo las penas de prisión por delitos relacionados con la corrupción son emblemas de estos obstáculos y la respuesta que probablemente encontrará la agenda anticorrupción de la presidenta Castro por parte de los legisladores opositores.

Nos alienta el apoyo de la Administración Biden a la promesa de la presidenta Castro de formar una nueva, comisión anticorrupción encabezada por las Naciones Unidas e insta al Departamento de Estado a que dedique el capital diplomático para asegurar el establecimiento y la implementación efectiva del mecanismo. 

Además, el apoyo de Estados Unidos a la agenda económica inclusiva de la presidenta Castro será fundamental mientras se enfrenta a una enorme carga de deuda creada por sus antecesores corruptos. El fraude del gobierno ha marchitado gravemente los sistemas de educación y salud de Honduras, incluyendo la respuestas del país al  COVID-19 que bajo el presidente Hernández estuvo plagada de contratos de ayuda pandémica masivamente inflados para hospitales de campaña que nunca se materializaron. 

Instamos al Departamento de Estado a trabajar con el gobierno de la presidenta Castro para ayudar a cumplir sus promesas de creación de empleo y la restauración de los servicios sociales, con el objetivo de reconstruir la economía interna hondureña. Esto incluye asegurar que toda la inversión del gobierno de EEUU para promover el desarrollo económico de Honduras respete los derechos humanos y el medio ambiente y refleje los aportes de las comunidades locales, además de monitorear el cumplimiento de las empresas estadounidenses con los Lineamientos sobre Conducta Empresarial Responsable de la OCDE y respeto a la legislación laboral hondureña.

Finalmente, ampliar la consulta de EEUU con movimientos sociales hondureños independientes, pueblos indígenas y poblaciones afroindígenas y comunidades rurales en todas las áreas de la diplomacia, seguridad, y el compromiso económico en Honduras representaría una importante corrección de rumbo en la política de EEUU que con demasiada frecuencia ha priorizado los intereses de las élites políticas y económicas del país. Estamos deseosos de trabajar con usted para apoyar a la presidenta Castro en la reversión de la corrupción sistémica, las violaciones a los derechos humanos, pobreza y desigualdad que han ensombrecido las aspiraciones democráticas de los hondureños en los últimos años.


